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MESA: 7
SERVICIOS FINANCIEROS PARA EL DESARROLLO ECONÓMICO LOCAL 

DOCUMENTO BASE

INSTITUCIONALIDAD FINANCIERA PARA

 EL DESARROLLO ECONÓMICO LOCAL

Antecedentes y Problemática

Desde hace más de una década, Bolivia viene atravesando una serie de cambios estructurales en busca de una construcción nacional, partiendo del ámbito local. Éstos son producto de un proceso de descentralización dinámico y múltiple, propiciado a partir de la promulgación de cuatro Leyes:

· Ley de Participación Popular (PP), que transfiere recursos y competencias al plano municipal y reconoce a las organizaciones de base según sus usos y costumbres.

· Ley de Descentralización Administrativa (LDA), que transfiere y delega competencia a las Prefecturas de índole técnico – administrativos.

· Ley de Municipalidades (LM), que reordena y ratifica al Municipio como la unidad básica de territorialización de las Políticas Públicas.

· Ley del Diálogo Nacional 2000, que consolida la importancia de los municipios transfiriendo recursos extraordinarios de alivio a la deuda (HIPC) y los provenientes de la Cooperación Internacional a través de la Política Nacional de Compensación de Gobiernos Municipales. 

Si bien este marco legal ha permitido revitalizar las fuerzas locales y regionales en torno a la educación, salud e infraestructura vial; éstos esfuerzos no han sido suficientes para frenar migración de las unidades campesinas hacia los centros urbanos en busca de empleo y autoempleo, porque sólo se había construido una infraestructura institucional que no lograba articular la dimensión económica y financiera. Las comunidades ya contaban con escuelas y postas de salud, pero su principal actividad generadora de ingresos, la producción agropecuaria; no pasaba de ser un medio se sobrevivencia sin posibilidad de obtener excedentes, que puedan atender las necesidades cada vez mayores de la población. 

Esta situación lleva a reflexionar sobre la necesidad de realizar un giro estratégico en la concepción, diseño y aplicación de políticas públicas alternativas en materia económica y financiera. La propuesta de política que contenga una visión de largo plazo y diferenciada a las realidades económicas y productivas a nivel regional y municipal, sin obviar el hecho de que se tiene una economía dual que está divida en dos segmentos plenamente marcados, como el formal e informal, debiera reflejar una economía con crecimiento sostenido, más competitiva, orientada a mercados externos y en la cual se promueve el desarrollo de aquellas actividades que hacen uso de la base productiva de recursos naturales, además de incorporar procesos de transformación, con requerimientos crecientes de mano de obra, tecnología y capital financiero. 

La concepción de una estrategia nacional para el desarrollo productivo, constituye el pilar fundamental para definir una asignación eficiente de todos los factores de producción, entre ellos el capital. El sector financiero en Bolivia responde de manera parcial a las necesidades del aparato productivo nacional. Las instituciones que hacen intermediación financiera, en el mejor de los casos, financian capital de operaciones, no existiendo un mercado de financiamiento capaz de asignar capital de inversiones a largo plazo y diversificando riesgos.

Estas restricciones hacen necesario un esfuerzo coordinado del Estado con sus instituciones especializadas, y de los operadores privados del sistema financiero, para modificar normas, crear incentivos y desarrollar esquemas de mitigación de riesgo, de tal manera que el rol del sector financiero se amplíe en beneficio del desarrollo productivo del país. Se requiere la constitución de una plataforma de instrumentos y servicios financieros que sea funcional a la política de fomento y reconversión productiva desde un nivel local.

El Financiamiento del Desarrollo Económico Local (DEL)

Las nuevas estrategias, deben permitir la participación de aquellos sectores de la sociedad con menores niveles de desarrollo; esto implica revisar los criterios tradicionales de su ordenamiento espacial, buscando superar las tendencias centralizadoras y excluyentes que han predominado en los enfoques tradicionales. 

Esta revisión conlleva reivindicar el espacio local como el más concreto para la participación de los actores, ya que éstos, son más capaces de relevar y detectar potencialidades que suelen no ser apreciadas desde un modelo centralizado, por otro lado, son capaces de atender demandas a través de mecanismos apropiados al contexto y escala de las mismas, aportando de manera sistemática al desarrollo de la localidad, región y por ende del país. 

Uno de los componentes importantes para el fomento a las actividades económicas productivas desde el ámbito local, es el financiamiento, ya que permitirá viabilizar un conjunto de iniciativas y condiciones técnicas de gestión y dotación de recursos.

Los criterios que se deberían tomar en cuenta; van desde las modalidades apropiadas a la naturaleza y escala de las actividades económicas; la compatibilización con los objetivos de transferencia tecnológica y capacitación en gestión; la articulación estrecha a modalidades organizativas orientadas a la priorización y planificación de las acciones al interior de la localidad, hasta la capacidad de institucionalización y articulación dentro de un sistema financiero acondicionado, con el fin de optimizar el acceso de los diversos ámbitos locales a las oportunidades de uso de los recursos nacionales y un mejor aprovechamiento de sus excedentes. 

Otras consideraciones a tomar en cuenta cuando se diseña una institucionalidad financiera que promueva el DEL, son que: 1) se busque corregir las distorsiones de un sistema financiero restrictivo hacia el sector productivo, con exigencias altas en términos de garantías, poca eficiencia en la atención a este sector con financiamientos no adecuados y que no permiten atender el diverso conjunto de unidades productivas que desarrollan actividades diferentes; 2) se facilite la complementación de capacidades y/o habilidades de aquellas unidades económicas que lo requieran hasta lograr un manejo técnico-económico eficiente, para acceder a la oferta de recursos financieros de manera permanente; 3) se apoye a la reorientación de actividades económicas deficientes, hacia otras que respondan adecuadamente a la disponibilidad de recursos y mercados, y 4) se apoye a las unidades familiares en la concreción de estrategias complementarias de generación de empleos e ingresos, que permitan subsanar las limitaciones técnico – económicas de su actividad de origen.

La política pública vigente brinda los escenarios adecuados para la elaboración de estrategias que permitan promover el aparato productivo nacional, a través del financiamiento, el enfoque de cadenas y el DEL.

La Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP), luego de ser revisada dos veces, a partir del 2002,  sienta sus bases en tres elementos primordiales; 1) las políticas productivas (desarrollo productivo de la micro, pequeña y mediana empresa); 2) las políticas sociales (desarrollo social de un nivel mínimo de servicios) y 3) temas transversales, como los ligados a la exclusión social, género, comunidades originarias y medio ambiente.

En el caso del Sistema Boliviano de Productividad y Competitividad (SBPC), comienza a apoyar el desarrollo de productos a través de cadenas productivas priorizadas, con productores más desarrollados dentro de éstas, quienes ya pasaron la etapa de producción para la supervivencia. Lo que pretende el SBPC, es que los productores que están en una etapa más avanzada, puedan arrastrar a los que están comenzando o en etapas anteriores, para conseguir un encadenamiento con aprendizaje productivo. 

Por su lado, la Estrategia Nacional de Desarrollo Agropecuario y Rural (ENDAR), como uno de los resultados Diálogo Nacional Bolivia Productiva, propone un desarrollo económico principalmente rural, donde los pequeños productores puedan acceder a medios técnicos y de conocimiento que les permita insertarse de manera sostenida y competitiva en mercados internos y externos. Ésta abarca aspectos relacionados con la producción agropecuaria, desde la asistencia técnica, generación de infraestructura, el perfeccionamiento del marco legal, la comercialización, el financiamiento, fortalecimiento de las organizaciones de productores, etc.

Para el caso del financiamiento a las producciones agropecuarias rurales, la ENDAR tiene siete Líneas de Acción:

1) Desarrollo de los servicios financieros rural bajo una visión integral entre la inversión pública, el sector productivo y el sector financiero, con la finalidad de establecer líneas de acción concretas que resuelven las dificultades de expansión de los servicios financieros rurales.

2) Desarrollo de mecanismos de incentivo del sistema financiero desde un segundo piso, con líneas específicas para el sector agropecuario y rural.

3) Organización de un sistema financiero productivo agropecuario y rural, que vincule la oferta de servicios financieros con servicios no financieros, incluyendo la asistencia técnica y otros servicios y mecanismos de desarrollo empresarial.

4) Consolidación y adecuación de un marco institucional y regulatorio adecuado al sector agropecuario y rural.

5) Establecimiento de mecanismos de incentivo para la diversificación de servicios financieros adecuados a la actividad agropecuaria (warrant, fondos de garantía, líneas sectoriales y otros).

6) Fortalecimiento de la capacidad de gestión interna y externa de las entidades proveedoras de servicios financieros dirigidos al sector agropecuario.

7) Facilitación del crédito agrario para la pequeña propiedad rural.

La implementación de estos servicios financieros, debe tomar en cuenta algunos aspectos importantes:

· Eficiencia: oportunidad y tamaño apropiado vinculados a la buena selección de proyectos a financiar.

· Institucionalización: capaz de ser asumido por las instituciones financieras y garantizar el logro de los objetivos para los que fueron diseñados y por otro lado, garanticen tu permanencia y replicabilidad. 

· Organización como sistema: interrelación entre mecanismos e instrumentos de manera estructurada.

· Flexibilidad: adaptación a los requerimientos de los proyectos a ser financiados.

· Transparencia: es necesario que los beneficiarios (clientes) de los servicios financieros, sepan distinguir los mecanismos de financiamiento, de los de subsidio, para que reconozcan cuáles son los requisitos que deben cumplir y bajo qué condiciones, en el momento de adquirir obligaciones crediticias. El acceso a información, les permitirá gestionar los financiamientos que les convengan u otro tipo de recursos para sus actividades productivas.

· Movilización de recursos complementarios: en la medida en que los financiamientos de las actividades económicas de los productores vayan creciendo, éstos necesitarán ser acompañados de otro tipo de recursos que los complementen; por ejemplo, servicios de desarrollo empresarial.
· Generación de alianzas: 1) pública - privada, aprovechamiento de tecnología y conocimiento instalados, para no doblar esfuerzos y promover las economías de escala dentro de ámbitos locales y  2) privada – privada, que permita la articulación de servicios financieros con servicios de desarrollo empresarial (no financieros), para generar una cultura empresarial y mejorar la capacidad de gestión de emprendedores. 

La Institucionalidad Financiera

Política, condiciones, mecanismo, estrategia e instrumentos.

Política. El Estado Boliviano, enfrenta el gran desafío de articular a los sectores productivos, de apoyo al desarrollo empresarial y financieros nacionales, desde una perspectiva sectorial y regional, conformando redes empresariales-financieras eslabonadas y dinámicas, capaces de crear la sinergia necesaria para un pleno aprovechamiento de los factores productivos
 en procura de un posicionamiento de la industria nacional en mercados internos e internacionales y de reversión revertir del ciclo económico recesivo.
La concepción de una estrategia nacional para el desarrollo productivo, con orientación exportadora y de abastecimiento interno, que incorpore de manera concertada y eslabonada a todos los agentes productivos, de servicios financieros y no financieros, es el pilar fundamental para definir una asignación eficiente de todos los factores de producción, entre ellos el capital. 

La coexistencia articulada de una amplia variedad de empresas que por su escala, son micro, pequeña, mediana y grandes; por su ubicación geográfica, son rurales, peri urbanas o urbanas; o inclusive su condición de formalidad, son formales, semi formales o informales, hace que el diseño y aplicación de una única política de fomento productivo pueda ser sesgada y con el riesgo de ser marginalmente efectiva en cuanto a su alcance a los sectores involucrados.  En consecuencia, la política debiera ser diferenciada según sectores, regiones y grado de formalización empresarial; entendiendo sus mecanismos de complementariedad. 

La plataforma y el andamiaje necesario de una política de fomento productivo y el diseño de los instrumentos financieros pertinentes, parte de la compresión del grado y forma de eslabonamiento empresarial conformado en el sector real. La política deberá impulsar el potencial productivo sectorial, mediante una articulación entre los agentes productivos y de financiamiento, conformando alianzas estratégicas e incentivando a la asociatividad entre unidades productivas, desde el ámbito comunal, local, municipal, regional y departamental; manteniendo un enfoque global. Asimismo esta política deberá estar basada en una institucionalidad financiera para el desarrollo (IFD), que opere desde un segundo piso, siendo capaz de equilibrar la demanda y oferta de financiamiento e incentivando una asignación eficiente de recursos a largo plazo, de manera que se tenga una incidencia positiva en competitividad por el menor costo financiero del capital ,además de manejar eficientemente la asistencia técnica e innovación y versatilidad tecnológica para una buena administración de los servicios financieros de ultima generación
Se postula que la IFD, opere en una Economía Social abierta de Mercado con orientación exportadora y de seguridad alimentaria, en la que el Sector Público, a través de sus entidades, no sustituye el accionar privado, sino fomenta el funcionamiento adecuado
 de los mercados y complementa, de manera temporal, una oferta privada insuficiente. 
En la medida que los mercados financieros funcionan eficientemente, la necesidad del Sector Público de conformar una entidad específica de financiamiento es menor. Sin embargo, queda abierta la posibilidad de incorporar operadores públicos de segundo y primer piso, siempre que los incentivos al Sector Privado no hayan sido lo suficientemente señalizadores y correctores
.    
Las lecciones derivadas de la crisis económica, ha llevado a reconocer la importancia de preservar y defender la estabilidad y solvencia financiera mediante una adecuada supervisión. Sin embargo esta acción de prudencia financiera, ha acentuado la discriminación hacia los agentes productivos de menor escala, que presentan un mayor riesgo potencial. La necesidad de expandir la cobertura de los servicios financieros, sin debilitar las normas prudenciales de regulación y supervisión en el manejo del riesgo, abre un importante espacio de acción para constituir y consolidar una nueva IFD, que debiera ser capaz de captar y asignar recursos hacia actividades de mayor riesgo y retorno privado-social sin comprometer la solvencia del sistema financiero.

La IFD representará la posibilidad de coordinar y potenciar las acciones de las diferentes instituciones estatales que operan con instrumentos financieros y de desarrollo empresarial, orientados a generar las condiciones necesarias para profundizar el mercado de capitales facilitando líneas de crédito competitivas a largo plazo a través de sus instituciones vigentes,
 hacia operadores financieros privados de intermediación regulados y autorregulados, logrando canalizar recursos de corto plazo, además de capital de mediano y largo plazo al sistema productivo con el fin último de compartir el riesgo y revertir la percepción del mismo en los agentes de financiamiento privado.

La IFD deberá incluir en su mandato: i) la naturaleza de su objetivo, misión y visión; ii) una clara cuantificación del componente de subsidio, iii) una evaluación
 constante de su misión y visión, y iii) la definición de una estructura clara de gobernabilidad de las diferentes entidades financieras públicas. Si bien, es muy factible que las entidades financieras del sector público con un mandato general, puedan lograr economías de escala y un mayor alcance que aquellas que tienen un mandato más restringido, es menos probable que, existiendo un mandato bien definido, puedan excederse o puedan perseguir objetivos contradictorios.

El hecho de tener un objetivo bien definido y consistente, también puede impedir que los administradores de las entidades financieras públicas cambien continuamente de orientación, unas veces tratando de cumplir su mandato social y otras tratando de obtener la rentabilidad más alta posible. Debe señalarse que el hecho de tener un mandato bien definido no necesariamente se opone a los esfuerzos por procurar obtener el máximo de rentabilidad y ser auto sostenible en el tiempo. Además, la existencia de un mecanismo de evaluación basado en la retroalimentación permitirá ajustes a la orientación basada en la experiencia, considerando que se trata de un proceso dinámico de aprendizaje mediante sucesivas aproximaciones a la realidad

Condiciones. Las principales críticas que podrían presentarse en contra a la IFD y sus entidades operadoras es que: i) podrían estar deficientemente administradas, ii) no desarrollarían mecanismos eficientes de coordinación y iii) que sus actividades de concesión de crédito serían políticamente motivadas. Además de los anteriores atenuantes, una tarea complicada para mantener la presencia del sector público en el sistema financiero y bancario, es encontrar una estructura adecuada de gobernabilidad para las entidades financieras estatales. Aunque no existe un concepto único sobre la problemática de gobernabilidad en las instituciones financieras públicas, es posible formular algunos principios sobre la manera en que deberían operar. 

Los principios que regirían el accionar de la IFD, representan las mejores prácticas globalmente compartidas
, según las cuales el Sector Público:

· Interviene para corregir fallas del mercado y lograr externalidades positivas deseadas desde el punto de vista del bienestar social.

· Proporciona un marco jurídico consistente que asegure la propiedad, en el que se definen responsabilidades y un alto grado de cumplimiento de Ley. 

· Para evitar distorsiones en los mercados financieros privados, interviene principalmente, limitando su oferta pública de servicios financieros en mercados donde ésta no existe o es insuficiente.
· Garantiza que la oferta pública de servicios financieros e instrumentos de fomento favorece, y no inhibe, la oferta privada de los mismos.
· Fomenta la innovación financiera, facilitando la profundización de los mercados de capitales, a través de reglas no discriminatorias, otorgando subsidios temporales a entidades financieras y emprendedores eslabonados, de redes productivas, clusters o individuales con potencial productivo sostenible, para lograr alinear al sector privado con el interés público, en un enfoque de negocios sostenibles y rentables.
· Promueve la diversidad institucional, la competencia y la ampliación del universo de operadores en el mercado de capitales, buscando  la complementariedad entre distintas entidades para lograr una oferta diversificada de servicios financieros e instrumentos de fomento y desarrollo empresarial, que respondan de manera adecuada a la demanda del sector productivo.
· Promueve el desarrollo “con inclusión” del sector productivo y de los mercados de capitales.
· Protege los intereses legítimos de los participantes de los mercados financieros de manera transparente y no discriminatoria.
Complementando los principios, se debe tomar en cuenta los siguientes fundamentos
:

Subsidiaridad de la intervención pública. Por subsidiaridad de la intervención pública se entiende a la preeminencia de los mercados privados, no obstante que operan con ciertas fallas intrínsecas. Ello no implica la ausencia del sector público en estos mercados, pero sus intervenciones son en lo posible indirectas y/o complementarias del accionar privado.

Minimización del “esfuerzo y riesgo fiscal”. El Estado, como prestamista de última instancia, ha demostrado a menudo ineficacia e ineficiencia. Pese a su naturaleza de gasto a fondo perdido, el incentivo resulta casi siempre más barato que la intermediación pública directa, además de promover el desarrollo de los mercados en vez de inhibirlo. Sin embargo, no se puede dejar de lado el peso del impacto social para algunas operaciones 

Desarrollo sectorial y cooperación. Cabe mencionar dos elementos vinculados con el accionar de los financiadores externos:

· Una política de Estado transparente y cuidadosa es una herramienta eficaz para que el mismo logre coordinar esfuerzos con la cooperación internacional en materia de inversión pública en un enfoque de negocios sostenible.
· Los paradigmas relativos al rol del Estado en la promoción del sector privado han evolucionado en la perspectiva de la subsidiaridad. El rol de la Institucionalidad Financiera para el Desarrollo corresponde a este paradigma y sus tareas de “incentivador” resultarán más financiables que las de un Banco de Desarrollo intervencionista.

Recursos humanos y capacidad de implantación. Los ejecutivos de las instituciones públicas que forman parte de la IFD, deberán tener cierto margen de independencia de gestión en el desempeño de sus funciones, lo que significa que el gobierno fije los principales objetivos que las entidades públicas deberán cumplir, pero deje a la gerencia de la entidad financiera pública la libertad de escoger la manera de cumplirlos. En segundo lugar, para garantizar que las instituciones no estén sujetas a una influencia política directa, los gerentes deberán ser nombrados por un período largo que no se superponga con el ciclo político. Tercero, la constitución de un Consejo Directivo que represente a un amplio corte transversal de la sociedad (sector privado, sociedad civil y regiones geográficas) podría garantizar un sistema adecuado de verificaciones, controles y restricciones,  limitando el monto de créditos que se conceden por razones políticas.

Terciarización de líneas de financiamiento. Es la capacidad que tienen las instituciones financieras estatales de segundo piso, de traspasar tecnología financiera y recursos orientados a la profundización y dinamización de un mercado financiero y de capitales lo suficientemente claro en términos de información, con mínimas fallas detectables y en condiciones suficientes para que los intermediarios  financieros privados puedan operar en mercados donde para ellos no es atractivo sino fuera por el incentivo y apoyo que le proporciona la institución financiera pública. El proceso de traspaso de líneas de financiamiento deberá cumplir con requisitos mínimos, garantizando que:

· La línea traspasada no sea redundante.

· La línea traspasada sea exitosa y corrija una falla de mercado intrínseca.

· La línea traspasada no genera ganancias por arbitraje
 

· La línea traspasada es replicable y su tecnología, así como mercado, son conocidos.

· La línea traspasada ya no es una innovación financiera, sino un producto adaptado y probado.

La línea traspasada se ha convertido de un “bien público” a un “bien privatizable” probado, generando inteligencia de mercado para el desarrollo y profundización de otros productos financieros. El eslabonamiento de los agentes debe concebirse desde una perspectiva multidimensional que involucre de manera sistémica lo municipal, departamental/regional y nacional. En resumen, la nueva Institucionalidad debe regirse por los principios de adicionalidad, complementariedad y transparencia. Además sus instrumentos financieros deben adecuarse a criterios similares a los de mercado.

Mecanismo. Diseño institucional para el financiamiento del desarrollo.

El sector productivo de la economía, está compuesto por una serie de articulaciones que integran al sector rural con el urbano, lo formal con lo informal y la producción primaria con la gran empresa. Este tipo de asociatividad para la producción y comercialización se define como “cadena productiva”
, que en el caso Agropecuario Rural  consiste en uno de los dominios de intervención de la ENDAR. El diseño de la nueva IFD comprende, inicialmente, una armonización institucional público/privada, que internalice y comprenda las fuerzas que encadenan a los agentes productivos, desde la unidad familiar productiva rural, hasta la empresa exportadora: para luego desarrollar los instrumentos financieros y de fomento que optimicen los factores de producción, además de minimizar los riesgos de shocks externos a cada tipo de cadena productiva identificada y priorizada por su potencial productivo, capacidad de generación de valor agregado y creación de empleo productivo permanente.

Dentro de cada cadena productiva, es factible identificar un primer eslabón de producción primaria, generalmente ubicado en el sector rural, siendo los agentes relevantes las unidades familiares productivas campesinas, y en un grado algo superior de asociación, las agrupaciones sociales del lugar (ASLs) y los territorios comunitarios de origen (TCOs). La primera articulación que enfrentan es la de primera transformación. A este nivel, es posible ya identificar grados más profundos de asociación hacia la conformación de un empresariado rural. Este nivel se caracteriza por las actividades de acopio y selección de la producción materia prima/insumo. En estos dos primeros eslabones, es relevante incentivar y profundizar las relaciones entre el sector productivo y el sector público a nivel municipal, dentro de la visión de desarrollo económico local (DEL).

El tercer nivel de articulación es el de segunda transformación, donde existiría un mayor grado de vinculación del empresariado rural con la pequeña y mediana empresa (PyMe) peri urbana y urbana, que convierten la materia prima en producto en proceso. La cuarta articulación correspondería al nivel final de transformación a producto final con destino a los mercados externos y al consumo interno. 

Un elemento fundamental para la implantación de la IFD es la institucionalización de la administración de la información, que el sistema financiero requiere para una mejor asignación de los recursos. Para ello, es necesario: (i) que el Estado constituya una instancia especializada que realice esta labor, en todo lo que se refiere a los otros instrumentos de apoyo no financiero que el sector público otorga a los actores productivos (asistencia técnica, infraestructura, inteligencia de mercados, y desarrollo empresarial, entre otros); y (ii) que el sector privado financiero constituya un sistema único que mejore y coordine la información ya existente (centrales de riesgos, bureau de información y otras). Paralelo al eslabonamiento productivo, se conforma el eslabonamiento financiero con líneas, productos y servicios diseñados según las características productivas y tecnológicas de cada eslabón productivo. 

A partir de la identificación de necesidades de innovación financiera y asignación eficiente de los recursos, es necesario identificar a los operadores privados con demostrada solvencia,  que hagan efectiva la canalización de los recursos públicos de financiamiento y aplicación de los instrumentos de desarrollo empresarial. Es condición necesaria, la consolidación de un primer piso de operadores financieros privados, que hagan efectivo el traspaso de recursos, esto implica establecer una diferenciación entre operadores de instrumentos/productos financieros de plazo inmediato, corto, mediano y largo plazo.

A continuación se plantean paquetes de instrumentos financieros identificados de acuerdo al tipo de actividad productiva que se trate: producción primaria y los distintos niveles de transformación. En todos los casos, se prevé que los instrumentos financieros que se propone son complementados con otros instrumentos de promoción productiva, no financieros, identificados en las estrategias sectoriales correspondientes.

· Para la producción primaria (de esencia rural), se han considerado instrumentos financieros tales como el seguro agrícola, contratos de venta a futuro, fondos complementarios de aval, líneas para el financiamiento de tecnología agropecuaria, capital de operaciones e inversiones. Estos instrumentos de financiamiento directo, no son exclusivos para algún tipo de empresas; por el contrario, se podrán realizar combinaciones de los mismos, según la intensidad de uso del factor, tamaño de empresa, ubicación geográfica y grado de formalidad; aspectos que serán cubiertos de acuerdo a las condiciones específicas de cada uno y políticas de tolerancia al riesgo de cada operador y emprendedor. 

· Para la primera transformación, son factibles de aplicación productos financieros como el capital de riesgo, contratos de riesgo compartido limitado, warrant, leasing, factoraje y créditos para capital de operaciones e inversiones. Así mismo, la constitución de fondos de garantía y seguros de crédito son pertinentes. 

· El eslabón asociado a la segunda transformación, requerirá de instrumentos de inversión en capital fijo, capital de operaciones, fondos de aval complementario, capital de riesgo y los asociados al de primera transformación. 

· En lo que respecta a la tercera transformación, son aplicables prácticamente todos los instrumentos financieros propuestos y otros innovadores, según la necesidad y costo de oportunidad del capital.

Estos instrumentos de financiamiento directo, no son exclusivos para algún tipo de empresas; por el contrario, se podrán realizar combinaciones de los mismos, según la intensidad de uso del factor, tamaño de empresa, ubicación geográfica y grado de formalidad; aspectos que serán cubiertos de acuerdo a las condiciones específicas de cada uno y políticas de tolerancia al riesgo de cada operador y emprendedor.

Es importante destacar que paralelamente al apoyo a los agentes productivos, se debe dar un decidido impulso al fortalecimiento municipal, con créditos a los municipios para la constitución de infraestructura productiva, cerrando así el círculo de integración local. 

Para que este diseño pretenda ser efectivo, corresponde identificar a los operadores que hagan posible la prestación de servicios financieros y de asistencia técnica; por consiguiente, la constitución y consolidación de una red  de instituciones privadas y públicas, es el siguiente paso. Desde el lado financiero y para los dos primeros eslabones, se consideran a las Instituciones de Microfinanzas (IMFs) autorreguladas y reguladas como los prestadores naturales de servicios financieros, además de banca que haga se especialice en el segmento de la PyMe. No se excluye la presencia de otras entidades de segundo piso privadas especializadas, que otorguen líneas de financiamiento en estos eslabones.

Dadas las capacidades y especializaciones, el mejor ambiente para un financiamiento de largo plazo, dispersión de riesgo y estabilización de precios, son las bolsas de valores, bolsas de productos y una extensión a bolsas emergentes, en las que las empresas puedan capitalizarse directamente, emitiendo acciones y así compartiendo el riesgo del negocio con los inversores. El sector público tendría un rol clave de profundización bursátil al momento de establecer líneas de capital riesgo
. La relevancia de estas bolsas radica en su naturaleza como mecanismo de salida para las inversiones en capital de riesgo de larga maduración. Este mecanismo aseguraría las mejores condiciones de transparencia de mercado, determinación de valores justos y fortalecimiento patrimonial de las empresas. Adicionalmente, la constitución de bolsas de productos será efectiva para estabilizar las fluctuaciones de precios y transparentarlos. 

La dinámica y profundización del mercado bursátil y del accionar de las bolsas, estaría sujeto a la capacidad de traspaso de recursos de los agentes participantes individuales e inversionistas institucionales (AFPs, SAFIS, compañías de seguro, entidades de capital riesgo o SAFIS cerradas con giro exclusivo y agencias de bolsa) a las empresas del sector real, cambiando, paulatinamente, la tendencia actual de destinar los recursos al financiamiento del déficit del sector público.

En lo referente a los servicios de asistencia técnica para los dos primeros eslabones, es trascendental la participación estatal a través del PEDES, APSA, PROSAT, PASAP, PASACH, SENASAG, Además de ONGs e instituciones comprometidas con el apoyo al sector productivo, todas ellas integradas al Sistema Boliviano de Tecnología Agropecuaria (SIBTA). Son las Fundaciones de Desarrollo Tecnológico Agropecuario (FDTAs), las Organizaciones de productores Agropecuarios y Rurales y las Universidades, los operadores de estos instrumentos de fomento. Siendo el enlace con los eslabones siguientes la Unidad de Productividad y Competitividad (UPC), como la entidad capaz de generar la inteligencia de mercado y lograr la asociatividad entre los eslabones y consolidación de las cadenas productivas.

Los eslabones de segunda y tercera transformación, quedan sujetos al soporte que pueda brindar el Estado a través del Sistema Boliviano de Productividad y Competitividad, SBPC y su red de instituciones (REFOS); la UPC es la entidad articuladora entre los eslabones. El mercado externo demanda productos de calidad, siendo IBNORCA la institución que además de dar el sello de calidad de la producción final, opere los instrumentos asociados a la normalización y difusión intensiva de seguridad industrial. La capacidad que tenga el Estado de abrir nuevos nichos de mercado, se traducirá en la labor que tenga el Centro de Promoción de Bolivia (CEPROBOL), que además de abrir mercados, deberá actuar como el acopiador y distribuidor de información de mercado para el sector privado productivo. En cuanto a asistencia técnica, el SAT es el instrumento relevante.

El rol de las Universidades para la apropiación y desarrollo tecnológico es primordial, para contar con recursos humanos capaces de aplicar las nuevas tecnologías. El diseño de instrumentos crediticios para estudios técnicos y superiores (Pre Grado, Magíster, Doctorado y Post Doctorado), es factor decisivo para el desarrollo del capital humano.

Identificados los instrumentos y las instituciones privadas en condiciones de operativizarlos, queda por determinar el grado de intervención del Estado en los mercados financieros y el sector productivo. La escasez de recursos de financiamiento a largo plazo en condiciones oportunas, insuficiencia de información y altos márgenes de intermediación, hacen pertinente la incorporación de una la Institucionalidad Financiera  de Desarrollo.

Es necesario evaluar la pertinencia y activa participación de la Cooperación Internacional con sus programas específicos orientados a la innovación y profundización financiera, fortalecimiento institucional financiero, y desarrollo sectorial. Programas/instituciones como  OIKOCREDIT, ICCO, DAI/Premier de USAID, PROFIN de COSUDE, PASA-FONDESIF, GTZ-DSF-FONDESIF, AECI-FONDESIF y otros sectoriales productivos como APSA-DANIDA, PRODISA/BELGA y cooperación holandesa, además de la cooperación multilateral (BID, CAF y Banco Mundial) debieran considerar la formación de basket funds (canasta de fondos) interagenciales para apoyos más integrales y de mayor impacto, identificados con la política pública nacional.    

Se plantea un ordenamiento específico de las instituciones financieras estatales, de acuerdo a sus características y naturaleza. Las entidades con enfoque rural conformarían el bloque que responda las necesidades de financiamiento de la producción primaria y primera transformación, creando y canalizando líneas específicas de crédito.

El FONDESIF tendría la labor de canalizar a través de los operadores privados, líneas para crédito de largo plazo, warrant, leasing y factoraje, así como capital de riesgo y riesgo compartido limitado, mismas que estarán bajo la supervisión de la SBEF. Asimismo deberá tener una participación activa en la consolidación  de la bolsa boliviana de producto (BBP), para efectivizar la línea de contratos de venta a futuro y en la creación de fondos de contingencia y de avales, tanto en garantías como en seguros de crédito para la exportación, priorizando como principales operadores a IMFs autorreguladas y reguladas. 

El Fondo Nacional de Desarrollo Regional, (FNDR), así como otros  fondos asociados a la Dirección Única de Fondos (DUF), serán los responsables de crear líneas de crédito municipales que incentiven la descentralización y se destinen a financiar infraestructura productiva complementaria al accionar privado. Asimismo, podrían participar en el mercado de valores titularizando sus carteras.   

La Nacional Financiera Boliviana (NAFIBO), complementando su programa de reestructuración financiera empresarial, titularización, maqui centros y líneas NAFIBO a la banca comercial, podrá ofrecer líneas de leasing, warrant, factoraje, capital de riesgo, riesgo compartido limitado, además de constitución de fondos fiduciarios para seguros de crédito para la exportación, fondos de aval complementarios y líneas de crédito a largo plazo para los eslabones de segunda y tercera transformación con un fuerte sesgo de mediana empresa consolidada y gran empresa. NAFIBO tendrá las condiciones para ofrecer todas las líneas de financiamiento e innovando con líneas para la transformación tecnológica del sector productivo, además de líneas específicas para estudios universitarios de post grado. 

Para lograr el éxito e impactos esperados en el sector productivo, además de la generación de externalidades positivas, el grado de coordinación institucional deberá manifestarse de manera visible a través del accionar de una inteligencia de mercado del Estado, con visión estratégica de largo plazo, pero con acciones concretas de plazo inmediato. El Ministerio de Desarrollo Económico,  en coordinación estrecha con el Ministerio de Asuntos Campesinos y Agropecuarios, el Ministerio de Hacienda, serán las instancias del Gobierno Central que, de manera proactiva y visionaria, diseñarán la política pública productiva con orientación exportadora y de seguridad alimentaria.

Figura No. 1
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Estrategia financiera
. 

Para hacer efectiva la Institucionalidad Financiera para el Desarrollo, es necesaria la voluntad política del Estado y de las instituciones financieras privadas, que logren constituir una alianza público/privada que promueva el aprovechamiento intensivo de tecnologías minimizadoras de costos, además de construir de manera colectiva esquemas ganar/ganar para la generación de economías de escala y ámbito entre instituciones financieras de distinto tipo: reguladas y no reguladas por la SBEF y entre instituciones bancarias y no bancarias, a través de contratos de corresponsalía, cajas externas, cajas móviles, red de cajeros, créditos sindicados, y otras operaciones activas que significan alianzas entre agentes privados y que deberían ser alentadas por el Estado.

Asimismo, como prototipo de alianza se puede promover una privada/privada, para la oferta de servicios financieros articulados a servicios de desarrollo empresarial, que por un lado permitan el desarrollo de una cultura empresarial y por otro, mejoren las capacidades gerenciales de los emprendedores, contribuyendo a la mejora en calidad de los productos, incrementando su capacidad de negociación para la comercialización.

Si fueran necesarias algunas inversiones públicas (mejoramiento de caminos, sistemas de riego, electrificación, sistemas de comunicación u otras), será importante establecer alianzas entre gobiernos municipales o departamentales con los productores, que permitan generar las condiciones básicas para que las instituciones financieras puedan luego actuar. Desde luego, ello puede significar alianzas entre entidades del sector público (Municipios/Prefecturas con el Fondo Nacional de Desarrollo Regional y el Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social) y desde luego, alianzas público/privadas.

Sin embargo, la cuestión de fondo es que tipo actividades productivas se deben apoyar.  Este es un tema de definición privada alineado con la política pública, donde con la información adecuada se pueda identificar que rubros de producción son los que tienen ventajas comparativas y competitivas en los mercados internos y externos, considerando los bloques económicos que se van conformando en el proceso de globalización. En cada región, los productores con el apoyo del Estado (municipal o departamental) deben hacer este ejercicio.

En síntesis, esto significa que se debe producir aquello que tiene mercado, pero para lo cual se tienen ventajas comparativas y competitivas, ello implica contar con una visión de país productivo. Esta es la alianza vital (privada/pública), porque será a partir de ella que se construyan las otras, que aseguren una oferta adecuada de servicios financieros y de desarrollo empresarial.  

Si se puede cristalizar esta visión, resultaría innecesario pensar en recrear una banca estatal de fomento que realice operaciones de primer piso. Se trata más bien, de construir alianzas público/privadas, público/público y privadas/privadas, que aprovechen y evalúen las capacidades instaladas y demandas, brindándoles las condiciones normativas adecuadas para su desenvolvimiento.

Si el Estado está convencido que la vía de alianzas es posible, las distintas reparticiones gubernamentales se irán alineando en esta perspectiva. El liderazgo que están asumiendo el Ministerio de Desarrollo Económico y el Ministerio de Asuntos Campesinos y Agropecuarios, es más que relevante como una muestra clara de un proceso de coordinación intra gubernamental bajo un mismo enfoque en cuanto a las políticas del Estado. La Cooperación Internacional, dada su razón de ser, debe apoyar estas políticas. Entonces, es el sector privado quien tiene la palabra y en el caso particular del sector financiero, son las instituciones financieras quienes deben pronunciarse.
Instrumentos. Las acciones de política emprendidas desde 1998, para incrementar el crédito bancario y reactivar el sector productivo, tuvieron un efecto limitado con más connotaciones contables que económicas
. La recesión económica hace que los intermediarios financieros no cambien su percepción de riesgo sobre la capacidad de recuperación de créditos, evitando que nuevas operaciones de financiamiento sean realizadas.

Los instrumentos normativos hasta ahora empleados, estuvieron dirigidos a disminuir los requerimientos de previsión para aumentar utilidades de los bancos, generando recursos para su capitalización, incrementando su capacidad de expansión de crédito. Sin embargo estas medidas de requerimiento de capital no tuvieron un resultado efectivo porque durante los últimos cuatro años en los que hubo reducción de cartera e incremento en la mora del sistema bancario. Estas medidas parciales, únicamente mejoran de manera artificial, la exposición de los estados financieros bancarios, pero no reflejan el alto endeudamiento de corto y mediano plazo de las empresas del sector productivo, en tal sentido se empezó a ejecutar el Programa de Reestructuración Financiera de Empresas.

Por las características de la IFD, hacen necesaria la modificación normas, creación de incentivos, desarrollo de esquemas de mitigación de riesgos, para lograr que el limitado rol que tiene el crédito de corto plazo orientados al comercio y otros servicios, sea ampliado en beneficio del desarrollo productivo. Abriéndose así la posibilidad de movilizar parte de la liquidez disponible en el sistema financiero, en beneficio del desarrollo productivo del país.
LA IMPORTANCIA DE LA DESCENTRALIZACIÓN EN LA INSTITUCIONALIDAD FINANCIERA

Lo que se pretende con la descentralización, es la transferencia de competencias, recursos y poder de toma de decisiones de un nivel superior, en este caso el gobierno nacional, a niveles inferiores, los gobiernos municipales, con el fin de fortalecer comunidades locales y que planteen sus propias prioridades y soluciones en la búsqueda del desarrollo productivo. Esto facilita la generación de recursos desde lo local para dinamizar la economía desde abajo.

Otra de las ventajas de la descentralización es que permite y promueve el diseño de políticas públicas que surgen de las propuestas de las poblaciones de las localidades.

Se debe ver a la descentralización como un instrumento político administrativo que aumenta las posibilidades de incidencia de los gobiernos locales y de la sociedad civil local en el desarrollo de su territorio y de sus condiciones de vida. 

Aprovechando las bondades que brinda la descentralización es que se visualiza a un FONDESIF descentralizado, en virtud a su perfil de especialización financiera, orientado a atender al sector MyPyMe, urbano y rural con un fuerte contenido de Desarrollo Local (DEL), su estructura organizacional consideraría una descentralización regional de sus operaciones. Manteniéndose una unidad central, con el mandato de coordinar desde el nivel central las acciones de desarrollo sectorial, fortalecimiento institucional y el fondeo de recursos provenientes de diversas fuentes, sean éstas públicas, externas o del mercado de capitales.

A su vez, la entidad operaría de manera descentralizada en las diferentes regiones del país, canalizando los recursos para que en las unidades regionales, sean aplicados y orientados en líneas de financiamiento al sector productivo, a través de entidades operadoras de primer piso. El FONDESIF canalizaría recursos a otras entidades de segundo piso privadas, en el sentido de “privatización” de líneas como una transferencia de tecnología financiera, mercado y recursos, toda vez que su participación como entidad clarificadora de mercados ha sido cumplida.  

Un FONDESIF descentralizado, manteniendo un mejor contacto con las actividades económicas regionales, tendrá un mejor acercamiento al sector productivo con el enfoque de eslabonamiento, logrando las sinergias necesarias para reactivar y dinamizar al sector micro, pequeño y mediano empresarial a nivel urbano y rural.

Figura Nº 2
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El valor agregado generado por un FONDESIF descentralizado, es el financiamiento a proyectos con monitoreo técnico, esto permitirá canalizar recursos, vía préstamos, a empresas, gobiernos locales o regionales, cooperativas e IMFs, que demuestren tener proyectos de inversión factibles. Esto también podría, promover un sistema financiero donde se financien cajas municipales, rurales, bancos gremiales que demuestren tener capacidad tanto de generar ahorro financiero como cartera de clientes.

Una descentralización financiera, requiere una ingeniería institucional especial, y un conjunto de reglas, pero sobre todo un contexto macroeconómico favorable, con precios relativos que favorezcan a la inversión, con crédito disponible y con una mayor profundización financiera. 

� AMELLER T., Vladimir; “DIÁLOGO PARA LA DESCENTRALIZACION: Provocaciones, avances y desengaños”. COSUDE 2002


L   LAZARTE, ALFREDO, 


� MACA,  “Estrategia Nacional de Desarrollo Agropecuario Rural” Bolivia 2005. 


� AUAD, JOSÉ y DÍAZ, MARCELO; “La Nueva Arquitectura Institucional Financiera para el Desarrollo”. Boletín Yatiqaña. PROFIN -  COSUDE. Bolivia. 2005.


� Siendo factores mano de obra, capital, tecnología y gestión empresarial.


� Se entiende por funcionamiento adecuado de los mercados, aquella  aproximación a una situación donde los participantes cuentan con la misma información (la información es simétrica y completa para todos los participantes), además donde  ninguna de las partes tiene una ventaja adicional al momento de la negociación.


� No obstante, es de esperar que el sector público extreme esfuerzos para que el sector privado se involucre en la institucionalidad financiera de desarrollo, para preservar la transparencia y evitar fuentes de corrupción.


� NAFIBO, Nacional Financiera Boliviana, FNDR. Fondo Nacional de Desarrollo Regional; FONDESIF, Fondo de Desarrollo del Sistema Financiero y de Apoyo al Sector Productivo.


� Se refiere a un mecanismo de monitoreo, supervisión y fiscalización.


� ALIDE. Asociación Latinoamericana de Entidades para el Desarrollo


� Extractado y adaptado de la Propuesta de Transformación del Fondo de Desarrollo del Sistema Financiero de Apoyo al Sector Productivo. Brugger, Díaz y Virreira. (Marzo, 2004). 


� cuando una parte está más informada que la otra y por esa información obtiene una ganancia fuera de mercado


� Denominada también “cadena de valor”, “desarrollo de proveedores”, “value added chain”, “commoditie chain” y otras.


� En este punto cabe destacar que capital riesgo es sinónimo a venture capital, y riesgo compartido es joint venture.


� Elementos extraídos del artículo “¿Banca de desarrollo o alianzas para el apoyo al desarrollo productivo?





� Entre las medidas normativas y de orden contable aplicadas están:





Diferimiento de previsiones.


Aumento en el valor de las garantías para fines de cómputo de previsiones.


Reprogramación de créditos.


Cambio en la calificación de crédito.


Emisión de bonos con menor ponderación de riesgo.


Recursos FERE I, FERE II, FERE III y FERE IV.


Concesión de créditos subordinados para fortalecimiento capital, recursos PROFOP.
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